








Sistemas de protección contra la competencia desleal para las denominaciones de 
origen en Colombia 
Protection systems against unfair competition for origin denominations in Colombia 





Actualmente, en Colombia se ha presentado un creciente auge respecto a la protección de 
los derechos intangibles de las comunidades indígenas y campesinas que expresan por 
medio de las artesanías costumbres conservadas a lo largo de sus generaciones. 
Frente al constante aumento de las denominaciones de origen, definidas como “la 
designación geográfica de un producto originario de un lugar y cuya calidad se deban 
exclusivamente al medio en el cual se produce” (Comunidad Andina, 2002) ; el presente 
artículo pretende describir los sistemas de protección existentes en Colombia frente a la 
competencia desleal o atribuciones engañosas y el efecto que ha tenido en su ejercicio 
práctico, donde se analizará la demanda por competencia desleal y las solicitudes 
interpuestas ante la Superintendencia de Industria y Comercio como medios efectivos para 
el control de las Denominaciones de Origen en Colombia. 
Palabras Clave: Propiedad intelectual; Propiedad industrial; Dominio público; Derecho de 
autor; Marca registrada; Colombia. 
Abstract 
Currently, in Colombia there has been a growing boom regarding the protection of the 
intangible rights of indigenous and peasant communities that express customs conserved 
throughout their generations through handicrafts. 
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Faced with the constant increase in designations of origin, defined as the geographical 
designation of a product originated in a place and whose quality is exclusively due to the 
environment in which it is produced; this article aims to describe the existing protection 
systems in Colombia against unfair competition or deceptive attributions and the effect it 
has had on its practical exercise, where the demand for unfair competition and the 
applications filed with the Superintendencia de Industria y Comercio will be analyzed. as 
effective means for the control of Denominations of Origin in Colombia. 
Key Words: Intellectual property; Industrial property; Public domain; Copyright; 
Trademark; Colombia. 
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Introducción 
En la actualidad, la Superintendencia de Industria y Comercio ha sido precisa en señalar 
que Colombia cuenta con 28 Denominaciones de origen declaradas designadas entre 
productos agrícolas o artesanales, que logran su reputación por sus características 
específicas y calidades especiales derivadas de la zona específica colombiana donde se 
produce. Lo anterior, permite entender que la protección de la denominación de origen no 
sólo cobija jurídicamente a un producto específico. Por el contrario, preserva la ideología 
de los pueblos y guarda la idiosincrasia misma de una región. 
Así, autores como Arancibia (2016) aseguran que gracias a las denominaciones de origen se 
“podrán identificar en el mercado productos de una calidad superior, mejorando la 
información que disponen y reduciendo los costos de búsqueda; hasta la promoción del 
interés de los productores, quienes podrán identificar sus bienes mediante un signo que 
expresa una calidad conocida” (p. 64), mejorando en consecuencia, el acceso de los 
productores a los mercados y aumentando las ganancias en su comercialización. 
En consecuencia, los beneficios que aportan las denominaciones de origen en el país deben 
ser protegidos por entidades capaces de responder ante cualquier situación de fraude o 
competencia desleal, siempre que repercute directamente con la calidad de vida de los 
artesanos y campesinos colombianos. Así, la presente investigación expondrá las 
herramientas utilizadas para la garantía de las denominaciones de origen y su eficacia 
dentro del sistema jurídico colombiano. 
Dicho lo anterior, se desarrollará como problema jurídico ¿Cuáles son los sistemas de 
protección existentes en Colombia para la protección de las denominaciones de origen 
frente a la competencia desleal y su eficacia en la actualidad? con el objeto de explicar los 
sistemas de protección vigentes en Colombia frente al amparo de las denominaciones de 
origen en situaciones de competencia desleal en el sistema jurídico actual. 
1. Conceptos generales y la Propiedad Industrial en Colombia  
La propiedad intelectual, encargada de proteger todas las creaciones que se originan por 
medio del intelecto humano y garantizar los derechos de los innovadores para promover así 
la creatividad y la innovación, incide directamente en el desarrollo social, cultural y 
económico de los Estados y se encuentra contemplada en el Convenio de París y el 
Convenio de Berna ratificado por Colombia en 1988.  
De este modo, la propiedad intelectual se encuentra dividida en dos grandes especies: en 
primer lugar, se encuentran los derechos de autor y, por otro lado, la protección en materia 
de propiedad industrial. El derecho de autor aplica “a las creaciones literarias y artísticas 
como los libros, las obras musicales, las pinturas, las esculturas, las películas y las obras 
basadas en la tecnología” (Dirección Nacional de Derechos de Autor: 2018, p. 6) y, la 
propiedad industrial, que se plasma en el Convenio de París abarca: 
las patentes de invención, los modelos de utilidad, los dibujos o modelos 
industriales, las marcas de fábrica o de comercio, las marcas de servicio, el nombre 
comercial, las indicaciones de procedencia o denominaciones de origen, así como la 
represión de la competencia desleal (Convenio de París, 1883). 
A su vez, la Organización Mundial de Propiedad Intelectual (2016) afirma que lo 
importante es entender que la propiedad industrial se compone de un signo que tiene como 
objeto transmitir información a los consumidores, con relación a los productos que se 
encuentran disponibles en el mercado. (p. 4).  
Entonces, las denominaciones de origen velan por la protección de los conocimientos 
tradicionales, definidas según la OMPI como “todas las muestras de carácter cultural que 
llevan consigo una tradición o que denotan el folclore de una determinada comunidad” 
(OMPI, 2010). De este modo, la normativa colombiana lo adopta en sus regulaciones a 
través de la ley 23 de 1982 en su artículo 189 al establecer que los conocimientos 
tradicionales se definen como “la destreza en manos de comunidades indígenas o artesanas, 
en todas sus expresiones, que hace parte del patrimonio cultural de la nación” (Congreso de 
Colombia, 1982). 
Entonces, las denominaciones de origen resultan ser de gran importancia en Colombia, 
siempre que cuenta con un amplio sector artesanal, como consecuencia de un megadiverso 
patrimonio cultural, que debe ser promovido por parte del Estado para abrirse al resto del 
mundo. 
1.1. Las denominaciones de origen en Colombia 
El empleo de nombres e Indicaciones geográficas para identificar, diferenciar y promover 
productos está estrechamente asociado al impulso que, a partir del siglo XIX hacia su 
segunda mitad, donde se imprimieron los avances tecnológicos en la agricultura y la 
artesanía. Desde entonces se convirtió en práctica bastante habitual la presencia y 
comercialización de productos de tipo agrícolas y artesanal en mercados bajo nombres o 
denominaciones alusivas al lugar o área geográfica de su producción y/o cultivo. 
El acuerdo sobre los aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el 
Comercio (“Acuerdo sobre ADPIC”), que fue promulgado en 1994, que se refiere al 
amparo y garantía de las indicaciones geográficas en la parte II, sección 3; en su artículo 
22.1 dispone que las denominaciones de origen pueden ser definidas como: 
las indicaciones geográficas son las que identifiquen un producto como 
originario del territorio de un Miembro [de la Organización Mundial del Comercio] 
o de una región o localidad de ese territorio, cuando determinada calidad, reputación 
u otra característica del producto sea imputable fundamentalmente a su origen 
geográfico (ADPIC, 1994: art. 22.1) 
Además, cuentan con una calidad especial siempre que autores como Norbert Olszak 
(2003), son claros al corroborar que “las denominaciones de origen en cuanto a su 
naturaleza jurídica se encuentran enfocada en un criterio meramente colectivos. Lo anterior, 
discrepa de los derechos de propiedad industrial, que tiene un ámbito individual” (p. 619). 
Así pues, autores como Cambra (2014) exponen que puede definirse la Indicación 
Geográfica como el nombre o denominación geográfica “que tiene, además, como función 
la de informar acerca del origen territorial de los elementos producidos los cuales cuentan 
con cualidades únicas, respecto de otros productos que, si bien pueden ser de su misma 
especie o naturaleza, gracias a los factores naturales y/o humanos propios del territorio de 
origen son inminentemente especiales a los demás” (p. 3). 
Entonces, la declaración de las denominaciones de origen cuenta con un elemento de 
interés público relevante dentro del país, donde se favorece a las comunidades 
directamente, aportando a su desarrollo social y económico y apartándolas de los contextos 
de violencia y pobreza que azotan algunas zonas rurales del país. 
Cabe aclarar que, dentro de esta concepción, pueden distinguirse dos categorías: i) la 
Denominación de Origen y; ii) la Indicación de Procedencia, donde se establece que: 
La diferencia conceptual entre ambas figuras radica en el grado o nivel de 
vinculación de la calidad o características del producto con el área geográfica 
correspondiente de su procedencia; vinculación que en la Indicación de Procedencia 
es más tenue o menos intensa que en la Denominación de origen (Tamayo, 2016: 
106). 
Lo anterior, con el propósito de otorgar los beneficios de la declaración de la denominación 
de origen a las personas idóneas, pues tal como lo establece Botana: 
la explotación de sus parcelas, bodegas, etc., supone la promoción de la 
economía, lo que se traduce en la existencia de nuevos de puestos de trabajo que se 
ajustan a las habilidades de las personas lugareñas. A su vez, tras el aumento de la 
producción de los productos señalados, también se mejorará directamente la 
economía de las empresas de la zona encargadas de abastecer instrumentos, 
utensilios, o maquinarias. En este sentido, la declaración de una Denominación de 
Origen puede erigirse en germen de desarrollo y vitalización de zonas rurales 
(Botana, 2006). 
De esta forma, en Colombia su marco legal se encuentra regulado con base a la  Decisión  
486/2000  establecida por  la  Comunidad  Andina,  que  se encarga de establecer las bases 
normativas en materia de DO para los países de la región,  incluida  Colombia, quien 
posteriormente toma dichos preceptos normativos para que fueran incluidas dentro de las 
regulaciones normativas del  Código  de Comercio Colombiano  y se reglamentara  por el 
Decreto  2591/2000 y la Resolución  210 del 2001. 
Gracias a dichas regulaciones legales, en Colombia existen actualmente 28 denominaciones 
de origen, de los cuales 12 son productos artesanales:  
A nivel mundial, la más grande y relevante ha sido la denominación de 
origen que se encuentra en cabeza de la Federación Nacional de Cafeteros, los 
cuales utilizan el sello y uso de signos: Café de Colombia, Café de Nariño, Café de 
Sierra Nevada. Por otro lado, es relevante resaltar el trabajo de la Federación de 
Empresarios de la Cadena Productiva del Bocadillo Veleño, así como el amplio 
manejo por parte del Resguardo Indígena Zenú de San Andrés de Sotaviendo, 
quienes administran la denominación de la Tejeduría Zenú, técnica usada para 
producir de emblemático Sombrero Vueltiao (Giraldo, 2018). 
En Colombia se encuentra protegidos productos agrícolas como el clavel del Tolima, la 
Rosa de Colombia, el crisantemo de Colombia, el queso de Paipa y del Caquetá, la cholupa 
del Huila, el arroz de Ibagué, el bizcocho de achira de Huila y el bocadillo Veleño.  
A su vez, protege los productos artesanales como las cerámicas artesanales de Ráquira, la 
tejeduría de San Jacinto, Zenú y los tejidos artesanales Wayuú, el sombrero aguadeño, de 
Sandoná y de Suaza, la cerámica del Carmen de Viboral, la cestería en rollo de 
Guacamayas, el Mopa Mopa Barniz de Pasto, y las chivas de Pitalito, así como la cerámica 
negra de la Chamba (Artesanías de Colombia, 2019)  
La protección de dichas denominaciones representa el trabajo ancestral de los artesanos que 
logran que sus trabajos cobren vida, “quienes por medio de diferentes técnicas y procesos 
de producción que van desde el mantenimiento y localización de las materias primas para 
finalizar en la elaboración de piezas emblemáticas, almacenamiento y comercialización” 
(Sistema de información para la artesanía, 2019). 
Lo anterior, denota la relevancia de cada uno de los productos protegidos por medio de las 
denominaciones de origen, quienes cuentan con un alto contenido histórico y cultural: 
Al ritmo de la gaita y la belleza de los tejidos en telar vertical, San Jacinto es 
el reflejo de la destreza y el talento que caracteriza a los artesanos colombianos. 
Allí, quienes con hilo de algodón dan vida a los maravillosos productos que los 
representan, sienten orgullo de ser tejedores y de mostrar lo mejor de su tierra 
(Sistema de Información para la Artesanía, 2018). 
Lo anterior, posibilita a los países con amplia tradición a encontrar una herramienta para 
mejorar la economía de las regiones, que incide directamente en la mejora de las 
condiciones de vida de sus habitantes, tal como lo afirma uno de los maestros artesanos del 
trenzado de sombreros Zenú: 
La artesanía es una de las principales fuentes de empleo en nuestro 
resguardo. Con ella, por ejemplo, he construido mi familia y le he podido dar 
universidad a tres de mis cuatro hijos, quienes tienen 23, 22, 18 y 13 años. A ellos 
también les enseñé el oficio y aunque no se dediquen actualmente a tejer, este es 
uno de mis legados como padre. Mi vida como artesano ha sido muy larga y bonita, 
porque a través del oficio, me he podido dar a conocer en el país: desde muy joven 
he representado a Tuchín en diferentes ferias departamentales como las de Montería, 
y en eventos como el Carnaval de Barranquilla y el Festival Vallenato (Artesanías 




Reconocimiento de las Denominaciones de Origen en Colombia: Trámite 
Dentro del régimen andino de propiedad industrial, vigente en Colombia, la Decisión 486 
trae un acápite especial para las Denominaciones de Origen (DOP). Señala el artículo 201 
que se asimilará por DOP:  
Todas las indicaciones de una región o de un lugar geográfico determinado, 
que sea usado para darle una identidad o designar determinado producto que es 
enteramente originario de éste y que, además, tras el estudio de criterios de calidad 
y reputación, se da por condiciones de manera exclusiva al medio geográfico en el 
cual se produce, como son los factores naturales y humanos (Comisión de la 
Comunidad Andina, 2000). 
Asimismo, el artículo 202 señala que no se podrán declarar como Denominaciones de 
Origen, las expresiones que:  
(i) no cumplan con las características que impone el precitado artículo 201; 
(ii) sean indicaciones comunes o genéricas que sean usadas para distinguir el 
componente que sea protegido, que deben ser reconocidas y amparadas frente al 
público en general y a los expertos en la materia (iii) que no cumplan lo erigido 
como buena costumbre o que no se encuentre en consonancia al orden público; o, 
(iv) que puedan inducir a error al público ya sea en lo referido a la procedencia 
geográfica, la naturaleza, el modo de fabricación, o la calidad, reputación u otras 
características de los respectivos productos (Comisión de la Comunidad Andina, 
2000). 
A partir de lo anterior, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 203 de la Decisión 486, 
la declaración de protección de una Denominación de Origen se puede hacer por medio de 
dos caminos: em primer lugar, podrá ser de oficio o a solicitud de quienes demuestren tener 
interés legítimo. Cabe resaltar que, para dicha aplicación, se entiende que tienen interés 
legítimo:  
“(i) las personas naturales o jurídicas que directamente se dediquen a la extracción, 
producción o elaboración del producto o los productos que se pretendan amparar 
con la denominación de origen; así como (ii) las asociaciones de productores; y (iii) 
las autoridades estatales, departamentales, provinciales o municipales también se 
considerarán interesadas, cuando se trate de denominaciones de origen de sus 
respectivas circunscripciones.” (Comisión de la Comunidad Andina, 2000) 
La Resolución 57530 de 2012 de la SIC, en consonancia con el artículo 204 de la Decisión, 
recalca que la petición de declaración de protección de una Denominación de Origen debe 
ser radicada por escrito ante la SIC y ésta debe señalar taxativamente:  
(i) nombre, domicilio, residencia y nacionalidad del o los solicitantes, así como la 
demostración de su legítimo interés; “(ii) la DOP objeto de la declaración; (iii) la 
zona geográfica delimitada de producción, extracción o elaboración del producto 
que se designa con la DOP; (iv) los productos designados por la DOP; y, (v) una 
reseña de las calidades, reputación u otras características esenciales de los productos 
designados por la Denominación de Origen. (SIC, 2012) 
Con el objeto de generar una adecuada formulación y administración de estas, Errázuriz 
establece que: 
Cada Denominación de Origen debe contar con un reglamento interno, el cual 
tendrá como objeto esencial definir los términos de uso de la denominación. Este 
reglamento es un elemento esencial y obligatorio de la denominación ya que 
determina las características únicas y especiales del producto, que son las razones 
pertinentes para que pueda utilizar la Denominación de Origen en particular. 
(Errázuriz, 2010: 216) 
Posterior a la presentación de la solicitud, se da inicio al trámite de conformidad a lo 
establecido por el artículo 205, el cual señala que, una vez admitida la solicitud, “la oficina 
nacional competente analizará, dentro de los treinta días siguientes, si cumple con los 
requisitos previstos en la Decisión y los establecidos por las normas que al respecto se han 
expedido en el territorio nacional” (Woolcoott, 2018: p. 156), para luego seguir con el 
trámite correspondiente al examen de forma. 
La Superintendencia de Industria y Comercio, que es la entidad competente para la 
designación de la denominación de origen, será quien deberá estimar el tiempo de vigencia 
de la declaración de protección de una denominación de origen. “Esta entidad podrá 
manifestar el término de su vigencia si tales condiciones no se mantuvieran” (SIC, 2016: p. 
106). Sin embargo, los interesados también podrán realizar nuevamente la solicitud siempre 
que tomen en consideración que se han retornado las condiciones para su protección.  
Para ejercer pleno uso de la Denominación de Origen, se requiere además de la declaratoria 
de protección, la autorización de uso de la DOP. Esta solicitud debe ser tramitada por parte 
de las personas que:  
(i) directamente se dediquen a la producción, extracción o elaboración de los 
productos distinguidos por la Denominación de Origen Protegida; (ii) realicen dicha 
actividad dentro de la zona geográfica delimitada de acuerdo con la declaración de 
protección; (Superintendencia de Industria y Comercio, 2012). 
En un primer momento, le corresponde a la SIC otorgar las autorizaciones de uso 
correspondientes, no obstante, si así lo establecen las normas nacionales, las entidades 
privadas o públicas que sean representantes de los productores o la comunidad relativa a  la 
denominación de origen, se encuentran facultadas para concederla.  En consonancia con lo 
dictado en el artículo 211 de la Decisión 486, “la autorización de uso de una DOP caducará 
si no se solicita su renovación dentro del periodo previsto para la renovación de marcas” 
(Comisión de la Comunidad Andina, 2000), tema ya abordado.  
Es importante advertir que, según lo propone el Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Andina (2009) el uso y explotación de la Denominación de Origen Protegida cuando se 
trate de productos agrícolas o artesanales que sean originarios en Estados Miembros de la 
Comunidad, de conformidad con lo dispuesto en la Decisión, “queda reservada 
exclusivamente para los productores, fabricantes y artesanos que tengan sus 
establecimientos de producción o de fabricación en la localidad o región del País Miembro 
designada o evocada por dicha denominación” (p. 18). 
Bajo la premisa anterior, serán exclusivamente los productores o artesanos que tengan la 
autorización de uso de la Denominación de Origen Protegida, quienes podrán emplear junto 
a sus productos la expresión y sello de "DENOMINACIÓN DE ORIGEN". 
En todo caso, según lo expone Silva (2019), “les corresponde a las entidades públicas o 
privadas que representen a los beneficiarios de las Denominaciones de Origen Protegidas” 
(p. 85), controlar efectivamente el uso de las Denominaciones de origen protegidas 
“haciendo aplicación de los mecanismos que dispongan para el efecto” (García, 2001).  
El artículo 220 de la decisión contempla que las Denominaciones de Origen Protegidas, no 
pueden ser de ninguna manera consideradas genéricas o comunes cuando se trate de 
distinguir el producto que refieren, mientras exista la protección en el país del cual 
provienen originalmente.  
Cabe tener en cuenta, que la autorización de uso de una DOP se puede ver afectada por dos 
posibilidades, a saber:  
a. Nulidad: La SIC Puede decidir, de oficio o a solicitud de la parte legítima, la 
nulidad de la autorización de uso de una DOP, si ésta fue otorgada en 
incumplimiento a la Decisión 486.  
b. Cancelación: Siempre se podrá llevar a cabo de oficio o a petición del solicitante, la 
SIC procederá a cancelar la autorización de uso, siempre que sea demostrable que la 
DOP se está explotando en el comercio de un modo que contrario a lo establecido 
en el reglamento de la misma.  
Finalmente, sobre el trámite de autorización de uso de las denominaciones de origen 
extranjeras, la Decisión 486 denota que, para solicitar la protección de una denominación 
de origen extranjera, ésta debe haber sido declarada como tal en su país de origen. Pueden 
entonces darse dos posibilidades: cuando la Denominación de Origen Protegida se 
encuentra bajo la protección de países miembros de la Comunidad Andina, la SIC podrá 
reconocer las DOP en otro país miembro, “en el momento en que la solicitud la formulen 
sus productores, extractores, fabricantes o artesanos que tengan legítimo interés o las 
autoridades públicas de los mismos” (Arana, 2005: p. 196). 
La segunda posibilidad ocurre cuando se presenta la solicitud de una Denominación de 
Origen en terceros países. Tratándose de DOP o indicaciones geográficas protegidas en 
terceros países, la SIC podrá reconocer el amparo, toda vez que el reconocimiento pueda 




2. La competencia desleal y las atribuciones engañosas 
Desde principios del siglo XX, se empezó a dar prioridad al amparo de los derechos del 
consumidor y a su vez a garantizar condiciones favorables a los productores frente a los 
casos de indicaciones de procedencia falsos por medio de acciones administrativas con el 
objeto de lograr “la preservación de un mercado transparente” (Corte Constitucional, 2001).  
En ese orden, la declaración de la DOP tiene como objeto obstruir todos los actos que no se 
encuentran autorizados por parte de dichos signos, en donde es común que se induzca en 
error a los consumidores. 
Lo anterior, se encuentra regulado en la ley 256 de 1996, en donde se contempla que “sin 
perjuicio de otras formas de protección, la presente Ley tiene por objeto garantizar la libre y 
leal competencia económica, mediante la prohibición de actos y conductas de competencia 
desleal” (Congreso de Colombia, 1996). 
En este orden, se tendrá que analizar los hechos constitutivos de competencia desleal, para 
proteger el mercado y dar prevalencia a dicha figura. Así autores como Jaeckel (2015) 
establecen que: 
Se debe presentar la concurrencia de dos elementos fundamentales: (i) un acto de 
competencia; y (ii) que ese dicho acto de competencia sea calificable como desleal. 
“Si la competencia que se desarrolla no es desleal, no habrá lugar a descalificar la 
conducta, lo cual tampoco sucederá si la conducta es desleal, pero no corresponde a 
un acto de competencia (p. 64). 
En este orden, es pertinente deducir entonces que “la competencia desleal tiene como 
función estimar los métodos que son usados para ser competitivos dentro del mercado y 
llamar la atención de los clientes, siempre y cuando estas acciones no sean desviadas y se 
conviertan en un método para atraer de forma ilícita a los usuarios de otros nichos 
comerciales que puedan afectar a la economía” (Jaeckel, 2015). 
Entonces, la protección frente a la competencia desleal busca proteger el bien jurídico de la 
lealtad, revistiendo a los productores de medios que les permitan competir en un ambiente 
que les sea justo y favorable. 
La creación de la ley 256 de 1996 resulta ser un paso importante para el amparo de los 
derechos de la propiedad industrial pues antes de la aplicación de la misma se creía que “la 
improcedencia de iniciar acciones de competencia desleal, cuando quiera que una acción de 
propiedad industrial fuera procedente.” (Tribunal Superior de Bogotá,1996) 
Lo anterior ocurría debido a que los mecanismos de protección ante la competencia desleal 
eran considerados como herramientas subsidiarias al derecho de propiedad industrial, 
porque los derechos de propiedad industrial al estar regulados por normas supranacionales, 
las regulaciones frente a la competencia desleal quedaban suspendidas. 
De este modo, con la vigencia de la normativa actual, la vulneración de las regulaciones 
referidas a los derechos de propiedad industrial no descarta de la posibilidad de que se 
lleven a cabo indagaciones con el objeto de ratificar la simultanea violación a regulaciones 
de lealtad que se aplicadas en las actividades mercantiles.  
En dicho sentido, por medio de las denominaciones de origen es pertinente resaltar que 
todo uso de la denominación por cualquier persona que no se encuentre autorizada para tal 
efecto será considerado como una violación inmediata a los derechos de propiedad 
industrial. Entonces, se entrarán a analizar la ocurrencia de los elementos para determinar la 
competencia desleal que incluyan la copia de “indicaciones tales como género, tipo, 
imitación y otras similares que creen confusión en el consumidor” (Tribunal de Justicia de 
la Comunidad Andina, 2020). 
Entonces, para prohibir la explotación de las indicaciones geográficas de manera no 
autorizada frente a la competencia desleal llevada a cabo por medio de una demanda, se 
requiere que el accionante se encuentre en capacidad de “comprobar que la explotación por 
una parte no autorizada de la denominación de origen, tras inducir al error al consumidor 
está provocando de forma inminente daños y perjuicios o puede causarlos” (OMPI, 2000).  
De tal manera, será posible lograr que se obtenga una adecuada protección debido al 
carácter distintivo de la denominación de origen. Entonces, el juzgador será quien debe 
analizar si el consumidor o público en general se encuentra en riesgo de establecer “un 
enlace directo entre los productos que están siendo comercializados con un producto que 
cuenta con un origen geográficos bien definido y determinadas cualidades o reputación.” 
(OMPI, 2001) 
A nivel mundial, los estados han buscado promover medidas para reprimir la competencia 
desleal con el fin de velar por las denominaciones de origen. Es así, como países como 
Alemania disponen de marcos regulatorios como la Ley Alemana de Marcas de 1994 en sus 
artículos 126 a 129. 
Entretanto, autores como Jofre (2001) afirman que “aquellos Estados con una tendencia 
hacia el derecho civil incluyen dentro de sus regulaciones algunas garantías para las 
empresas contra actos comerciales que sean ilícitos basada en la teoría general sobre el acto 
ilícito” (p. 210). En cambio, aquellos Estados que establecen su marco regulatorio sobre el 
derecho consuetudinario, hacen uso de la demanda por atribución engañosa como el medio 
principal para la garantía de los derechos en contravía de aquellos sujetos que desarrollan 
prácticas deshonestas. Así pues, la demanda por competencia desleal se define como:  
un procedimiento jurisdiccional que es activado frente a aquellas situaciones 
en donde los productos o servicios que son ofrecidos por un comerciante son 
presentados como si fueran de alguien distinto. Lo anterior, implica que se produzca 
de manera directa el daño a los productores originales tras perder clientes, quienes 
compraron productos del demandado creyendo que se trataban del demandante. 
(SIC, 2016). 
A partir de lo anterior, es pertinente recordar que, para prohibir la explotación no autorizada 
de una denominación de origen protegida a través de la demanda de competencia desleal, el 
accionante tiene el deber de comprobar el uso del buen nombre o la reputación que ostenta 
por parte del demandado, quien induce al consumidor al error al ofrecer servicios y 
productos que provocan daño y perjuicio sobre el demandante a consecuencia de dicha 
representación engañosa. 
Cabe aclarar, que la legislación nacional cuando se refiere a la garantía de los derechos 
contra la competencia desleal por medio de la ley 256 de 1996 en el capítulo II, posibilita 
que los productores o comerciantes que desarrollan cualquier etapa de comercialización 
puedan actuar y tomar parte contra cualquier sujeto que realizan actos comerciales que 
puedan ser presumidos como contrarios a cualquiera de las prácticas comerciales honestas 
estableciendo taxativamente las acciones que configuran a la competencia desleal. Así 
pues, cabe determinar que 
Con respecto a las indicaciones geográficas, es posible aseverar que la 
garantía de protección contra las situaciones de competencia desleal promueve el 
amparo de los productores y a quienes llevan a cabo actividades comerciales frente 
al uso no autorizado de indicaciones geográficas por terceros, en lugar de crear 
derechos de propiedad individuales sobre ellas (SIC, 2016). 
El desarrollo de la demanda por competencia desleal protege a los productores de la 
denominación de origen contra los actos establecidos en el capítulo II de la ley 256 de 
1996, por medio de la función del “establecimiento del ámbito de la producción, las normas 
de producción y el círculo de productores facultados para usar una denominación de origen 
determinada” (WIPO, 2001).  
3. Aplicación en Colombia: Efectividad y control legal aplicable 
Las denominaciones de origen son uno de los elementos que son garantizados a través de la 
propiedad industrial. Lo anterior, según lo estipula el artículo 1.2 del Convenio de París. 
Así pues, es posible denotar que “las denominaciones de origen son títulos de protección de 
indicaciones geográficas utilizadas para productos de una calidad o características 
especiales que se deben exclusiva o esencialmente a su origen geográfico.” (Jaimes, 2012) 
La declaración de la denominación de origen en Colombia es promulgada por la 
Superintendencia de Industria y Comercio a través de un acto administrativo, como una ley 
o un decreto. Lo anterior, es aplicado con el objeto de limitar claramente el procedimiento 
que debe ser acatado por parte de los productores interesados, los representantes de las 
asociaciones y la administración en general.  
Tras la declaración de la protección, además de realizar la declaración de la denominación 
de origen que es protegida, define en detalle las características, calidad y esencia del 
producto protegido y las materias primas utilizadas para la creación de dicha denominación. 
Asimismo, se denota de manera taxativa el área geográfica autorizada para la creación del 
producto y las condiciones de uso que determinan los productores autorizados y los 
estándares esenciales para la elaboración de los productos que cuentan con el sello de 
denominación de origen que es protegida.  
Es dicho acto administrativo, la esencia de la protección de las denominaciones de origen y 
en consecuencia, cualquier acto no autorizado de lo establecido por el acorde a lo 
establecido en dicho acto, es un delito y por tanto, implica la responsabilidad penal y civil 
de aquel productor que incurra en el uso deshonesto del mismo.  
Ahora bien, es pertinente resaltar la diferencia que persiste entre las denominaciones de 
origen y las indicaciones geográficas en Colombia, siempre que existen notables diferencias 
en cuanto a su trámite, ya que las indicaciones geográficas son medio por un registro 
administrativo, que podrá ser la decisión de un Comité. En cambio, la denominación de 
origen podrá ser declarada por medio de una decisión ejecutiva o por medio de la decisión 
del director ejecutivo de la entidad pública encargada del registro de estas. (OMPI, 2002) 
En este sentido, es pertinente tener en cuenta que las denominaciones de origen protegidas 
y las indicaciones geográficas tienen como característica la garantía de los derechos 
públicos que nacen por medio de un proceso administrativo. A partir de dicho acto 
administrativo, es posible conocer criterios como el ámbito de producción y las normas de 
producción. Entonces, una vez declarada la denominación de origen protegida es posible 
controlar el uso no autorizado de la denominación o cualquier acción que se encuentre fuera 
de lo estimado dentro de la administración de esta, activando de manera eficiente las leyes 
en materia civil o penal. 
Así pues, en Colombia han ocurrido algunos casos donde ha sido necesaria la activación de 
las herramientas de protección de las denominaciones de origen, tal como sucedió con la 
diseñadora española Stella Rittwagen: 
 empresaria nacida en Málaga, España, y quien elabora sus objetos a partir 
de referentes tradicionales y de vanguardia, fue señalada en el año 2014 en un 
programa en vivo la emisora colombiana La W por un colombiano que habita en 
Alemania al observar que en un diario español aparecía la publicidad de sus 
productos con las mochilas Wayuu sin el debido crédito a este pueblo indígena 
quien comercializó una colección de bolsos que incluía los diseños propios de la 
Comunidad Wayuu en la Guajira (Barrera, 2014). 
Lo anterior, fue considerado como “un robo cultural simple y llano” (Molano, 2014) 
siempre que la belleza y relevancia de los diseños Wayuu expresados en sus mochilas: 
Están contenidos todo los conocimientos materiales e inmateriales a través 
de una universalidad infinita de formas y colores que en cada mochila toma una 
utilidad mientras que se incorpora con la vida, la naturaleza y su entorno. También, 
expresa todo el desarrollo de un lenguaje que muestra décadas de experiencia en el 
oficio que tiene su artesana creadora, merecedora de respeto y prestigio (Barrera, 
2014). 
Tras lo ocurrido, artesanías de Colombia activo los mecanismos de defensa de protección 
de las denominaciones de origen ante la Superintendencia de Industria y Comercio, quien al 
encontrarse con un caso en la esfera internacional, indicó que tendría que: 
Verificar el marco normativo internacional con el objeto de encontrar la 
figura jurídica idónea y que sea aplicable a las características especiales de los 
productos con sello de denominación de origen, para poder estudiar si pueden ser 
protegidas como marcas colectivas o como una marca de productos. Lo anterior, 
plantea el reto de tomar el Protocolo de Madrid como un criterio de interpretación 
para amparar una marca al registrada internacionalmente (SIC, 2014). 
Sin embargo, la comunidad Wayuu expresó de manera tajante su descontento por medio de 
redes sociales y medios públicos, quienes consideraban que: 
Debo declarar que no es el único en el que personas externas y ajenas a 
nuestra cultura se lucran descaradamente apropiándose de las creaciones indígenas. 
Esta diseñadora, que conste, declaró que ella misma fue a comprar las mochilas en 
las rancherías de Riohacha. No obstante, estos agravios se suman a un creciente 
número de agresiones hacia nuestro patrimonio inmaterial, cultural y artístico 
(Wayunkerra, 2014). 
Posterior a las declaraciones de ambas partes ante medios públicos y en el marco del 
proceso de protección de la denominación de Origen, Artesanías de Colombia en 
representación de la comunidad Wayuu lograron obtener una conciliación entre ambas 
partes, donde Stella se comprometería a pagar la mitad de las regalías y ganancias de los 
productos comercializados a su nombre a favor de la comunidad Wayuu. 
Una situación similar fue presentada por parte de Nike, pues la reconocida empresa que en 
el año 2016 se vio obligada al retiro de la línea de zapatos deportivos al creó una edición 
especial de zapatillas para ser comercializada en Puerto Rico con una técnica y diseño muy 
parecido a una mola, un arte textil ancestral que es llevado a cabo por parte de los indígenas 
guna de Panamá y Colombia. 
Ante la rápida actuación de la comunidad administradora de la denominación de origen, 
previo al inicio del proceso legal ante la Superintendencia de Industria y Comercio, la 
multinacional estadounidense decidió detener el proceso de producción y comercialización 
de dichas zapatillas, evitando así la infracción de los derechos de los artesanos y la 
usurpación de sus técnicas ancestrales.  
Por otro lado, la comunidad administradora de la denominación de origen de la tejeduría de 
Zenú, población estimada según artesanías de Colombia por aproximadamente 33.000 
habitantes (Artesanías de Colombia, 2012), se enfrentó a la necesidad de activar los 
mecanismos de protección de las denominaciones de origen ya que su marca colectiva 
“Sombrero vueltiao” (SIC, 2011) fueron objeto de “plagio” y el mercado nacional e 
internacional fue inundado de sombreros de producción masiva elaborados en material 
sintético, lejos de las técnicas ancestrales protegidas por parte de empresas chinas y puestos 
en el mercado colombiano a precios económicos en extremo, afectando directamente a la 
comunidad Zenú. 
En primera instancia, se presentó una afectación directa a los derechos de todos los 
artesanos del pueblo Zenú, que para dicho momento tenían administración sobre la 
denominación de origen, y, por otro lado, se propagaba cada vez más un llamado al Estado 
con el objeto de que éste garantizara de manera inminente los derechos en materia de 
propiedad intelectual de la comunidad Zenú, y sus creaciones artesanales legendarias.  
En consecuencia, la comunidad Zenú fue la primera en ser administradora la de 
denominación de origen por parte del Estado en coordinación con las leyes de la 
comunidad, para proteger en conjunto los conocimientos y oficios artesanales. Ever Espitia 
Estrada, cacique mayor de la comunidad indígena Zenú, expresó:  
El inminente deber de salvaguardar y amparar los bienes y costumbres 
ancestrales de los pueblos indígenas recae sobre el Estado colombiano, quien 
además debe promover por la eliminación de productos artesanales falsos para 
promocionar la venta de los productos con sello de denominación de origen para 
asegurar la supervivencia de la comunidad  tanto física como cultural y por ende, 
dichas importaciones ilícitas no pueden repetirse (El Colombiano, 2013). 
Finalmente, la superintendencia dio prioridad a la protección de los sombreros vueltiaos de 
la tejeduría Zenú, dictando la sanción económica contra un productor internacional 
abstracto, retirando de esta manera permanente los productos falsos en el mercado y 
sancionando a los productores chinos para desincentivar la producción y circulación de los 
mismos.   
 
CONCLUSIONES 
Tras la conceptualización de los elementos relevantes en torno a las denominaciones de 
origen, es posible identificar que los administradores y beneficiarios de las denominaciones 
de origen se encuentran en escenarios no pensados respecto a los derechos de propiedad 
intelectual, pues se encuentran en un inminente riesgo derivado de lo llamativo de sus 
productos y su relevancia dentro del mercado.  
Así, las leyes y regulaciones en materia de propiedad intelectual referidas a las 
denominaciones de origen se han desarrollado en Colombia en función de la promoción de 
los agrícolas y artesanos que pretenden a través de productos ancestrales, con el objeto de 
convertirlos en dueños de sus propias marcas, capaces de incluirlos en un mundo 
competitivo y de libres mercados. 
De tal modo, los artesanos y agrícolas que tienen la responsabilidad de velar por el 
conocimiento tradicional y ancestral, salvaguardando largas líneas generacionales que 
resultan ser el legado cultural de las naciones. Es lo anterior, lo que indica la necesidad de 
contar con herramientas suficientes para la protección de sus derechos a nivel nacional e 
internacional de todas aquellas producciones que son realizadas a mano por parte de 
numerosas comunidades que promueven un país culturalmente diverso.  
Entonces, dichas herramientas de garantía en contra de la competencia desleal no sólo 
protegen los derechos individuales, sino que además fortalece la identidad cultural de las 
naciones. Es así, como las regulaciones enfocadas en la protección de las Denominaciones 
de Origen cobran una amplia relevancia pues nacen a partir de la necesidad de preservar el 
conocimiento de las comunidades agrícolas y artesanales, reconociendo y respetando los 
procesos productivos de dichas creaciones, donde el Estado otorga reconocimientos 
siempre de la mano con las comunidades originarias. 
Es por lo anterior, que las labores llevadas a cabo por parte de la Superintendencia de 
Industria y Comercio y los legisladores si bien se tratan de un punto de gran relevancia para 
la protección de dichas medidas frente a la competencia desleal en contra de las 
denominaciones de origen, se trata de una tarea incansable donde la prioridad reside 
directamente en los artesanos quienes, a través de sus productos, llevan a Colombia a lo 
más alto y protegen el patrimonio inmaterial de la humanidad. 
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